ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA

La Sala es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en proceso con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, dado que la cuantía de la demanda supera aquella exigida para el efecto al momento de proponer el recurso, esto es, antes de la vigencia de las cuantías establecidas en la Ley 446 de 1998.

FUENTE FORMAL: LEY 446 DE 1998 / DECRETO 5987 DE 1988

ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / ACTO TERRORISTA – Medellín 1992 / ATENTADO TERRORISTA / DAÑO ANTIJURÍDICO / CARRO BOMBA / RESPONSABILIDAD POR TERRORISMO / VÍCTIMA DE TERRORISMO / MUERTE DE CIVIL / RIESGO EXCEPCIONAL 

Quedó demostrado que las víctimas fallecieron como consecuencia de un ataque terrorista ocurrido en la ciudad de Medellín, el 14 de diciembre de 1992. (…) los daños sufridos por las víctimas de actos terroristas cometidos por terceros son imputables al Estado cuando en la producción del hecho intervino la Administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el hecho se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a evitar o enfrentar eficientemente el ataque.

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencias de la Sección Tercera de 11 de diciembre de 1990, exp. 5417, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 21 de marzo de 1991, exp. 5595, C.P. Julio César Uribe Acosta; 19 de agosto de 1994, exp. 9276 y 8222, C.P. Daniel Suárez Hernández; 2 de febrero de 1995, exp. 9273, C.P. Juan de dios Montes; 16 de febrero de 1995, exp. 9040, C.P. Juan de dios Montes; 30 de marzo de 1995, exp. 9459, C.P. Juan de dios Montes; 27 de julio de 1995, exp. 9266, C.P. Juan de dios Montes; 6 de octubre de 1995, exp. 9587, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 14 de marzo de 1996, exp. 11038, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; 29 de agosto de 1996, exp. 10949, C.P. Daniel Suárez Hernández y 11 de julio de 1996, exp. 10822, C.P. Daniel Suárez Hernández, entre otras.

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / ACTO TERRORISTA – Medellín 1992 / ATENTADO TERRORISTA / DAÑO ANTIJURÍDICO / CARRO BOMBA / RESPONSABILIDAD POR TERRORISMO / VÍCTIMA DE TERRORISMO / MUERTE DE CIVIL / RIESGO EXCEPCIONAL 

[S]e ha considerado que no le son imputables al Estado los daños causados por actos violentos cometidos por terceros cuando éstos son dirigidos indiscriminadamente contra la población, con el fin de sembrar pánico y desconcierto social y no contra un objetivo estatal específico, bien o persona, claramente identificable como objetivo para los grupos al margen de la ley.

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencias de 23 de septiembre de 1994, Exp. 7577, C.P. Julio César Uribe Acosta, de 27 de enero 2000, exp. 8490, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros. En igual sentido, sentencias de 15 de marzo de 1996, exp. 9034, C.P. Juan de dios Montes; 28 de abril de 1994, exp. 7733, C.P. Julio César Uribe Acosta; 17 de junio de 1993, exp. 7533, C.P. Julio César Uribe Acosta; de 13 de mayo de 1996, exp. 10627, C.P. Daniel Suárez Hernández, 5 de septiembre de 1996, exp. 10461, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros 10 de agosto de 2000, exp. 11585, C.P. Alier Hernández; 21 de febrero de 2002, exp. 13661, C.P. Ricardo Hoyos Duque; 20 de mayo de 2004, exp. 14405, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, entre otras. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / ACTO TERRORISTA – Medellín 1992 / ATENTADO TERRORISTA / DAÑO ANTIJURÍDICO / CARRO BOMBA / RESPONSABILIDAD POR TERRORISMO / INEXISTENCIA DE FALLA EN EL SERVICIO

No se demostró que la entidad demandada hubiera omitido el cumplimiento de sus obligaciones de brindar protección y seguridad a las víctimas y que como consecuencia de esa omisión se hubiera producido el hecho terrorista que les causó la muerte. 

VALOR PROBATORIO / VALOR PROBATORIO DEL DOCUMENTO PERIODÍSTICO / DOCUMENTO PERIODÍSTICO / PRUEBA DOCUMENTAL / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / ACTO TERRORISTA – Medellín 1992 / ATENTADO TERRORISTA / POLICÍA NACIONAL / DAÑO ANTIJURÍDICO / CARRO BOMBA 

Es cierto que, de acuerdo con el mérito probatorio que merecen las publicaciones realizadas en periódicos no oficiales, las informaciones suministradas en los diarios El Colombiano de Medellín y El Tiempo de Bogotá, no pueden tenerse como prueba del hecho de que los explosivos estaban dirigidos en contra de los miembros de la Policía. Dichas publicaciones sólo tienen valor probatorio para efectos de considerar que esa fue la noticia que se publicó, pero en manera alguna permiten acreditar la ocurrencia de los hechos que en ellos se expusieron.  

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 10 de junio de 2009. Exp. 18108. C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / ACTO TERRORISTA – Medellín 1992 / ATENTADO TERRORISTA / POLICÍA NACIONAL / DAÑO ANTIJURÍDICO / CARRO BOMBA / RESPONSABILIDAD POR TERRORISMO / VÍCTIMA DE TERRORISMO / MUERTE DE CIVIL / RIESGO EXCEPCIONAL / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA POR ACTO TERRORISTA 

Las pruebas que obran en el expediente permiten confirmar el hecho de que el ataque terrorista no iba dirigido contra las víctimas, ni se trataba de un ataque indiscriminado contra la población, sino que tenía como objetivo concreto a los miembros de la Policía que acudieran al sitio a investigar la posible comisión del delito de hurto de un vehículo.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MORAL / PRINCIPIO DE CONGRUENCIA / TASACIÓN DEL PERJUICIO MORAL – Acumulación de indemnización por perjuicios morales / APLICACIÓN DE SENTENCIA DE UNIFICACIÓN

La Sala reitera el criterio de que la indemnización por el perjuicio moral que genera la pérdida de dos o más miembros de la familia amerita un incremento del valor que regularmente se reconoce a los damnificados por la pérdida de las personas más allegadas, atendiendo al grado de parentesco que exista entre los demandantes y las víctimas, sin que haya lugar a la sumatoria de esas indemnizaciones. (…) En aplicación de los criterios establecidos en la sentencia de 6 de septiembre de 2001, expedientes Nos. 13.232 y 15.646, en la cual se fijó en salarios mínimos legales mensuales vigentes el valor del perjuicio moral, se modificará la condena impuesta a favor de todos los demandantes que acudieron al proceso como padres, hijos y cónyuge de las víctimas, en 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes y a favor de los hermanos de éstas en 80 salarios mínimos legales mensuales vigentes.
NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 27 de julio de 2000, exp. 12788, C.P. Ricardo Hoyos Duque y sentencia de 26 de marzo de 2008, exp. 16061, C.P. Miriam Guerrero de Escobar. 

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE / PRUEBA DOCUMENTAL / ACREDITACIÓN DE LA ACTIVIDAD PRODUCTIVA / CONTADOR PÚBLICO / TARJETA PROFESIONAL – No fue aportada  

Advierte la Sala que con los datos suministrados por la señora (…) en la constancia que se trajo con la demanda (…) no es posible determinar el valor del lucro que percibía la señora (…), porque no obra en el expediente la prueba de su calidad de contadora pública, esto es, no se trajo como anexo la copia de la tarjeta profesional que acreditara su inscripción ante la Junta Central de Contadores, requisito exigido por la ley para facultar a los contadores a dar fe pública de hechos propios del ámbito de su profesión, de conformidad con lo establecido en los artículos 1º y 3º de la Ley 43 de 1990. 

FUENTE FORMAL: LEY 43 DE 1990 -ARTÍCULO 1 / LEY 43 DE 1990 -ARTÍCULO 3

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE / PRUEBA DOCUMENTAL / ACREDITACIÓN DE LA ACTIVIDAD PRODUCTIVA / DECLARACIÓN DE RENTA – Sin anexos / VALOR PROBATORIO DE LA DECLARACIÓN DE RENTA / RENTA DE CAPITAL / CONDENA EN ABSTRACTO 
Es cierto que la Sala, en oportunidades anteriores y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 58 de 1992, ha reconocido el valor probatorio que tienen las declaraciones de renta del fallecido o afectado para determinar la renta base de liquidación del lucro cesante reclamado. No obstante, debe tenerse en cuenta que esa prueba será suficiente sólo en aquellos eventos en los cuales los datos consignados en la declaración de renta resulten suficientes para establecer que la renta líquida liquidada en la declaración correspondía a la ganancia que percibía el declarante por el ejercicio de su actividad económica. No puede perderse de vista que lo que debe indemnizarse es el lucro dejado de percibir por quien demanda, como consecuencia del daño que sufrió, por lo tanto, no son constitutivos de lucro cesante todas aquellas rentas de capital, que pueden seguirse produciendo al margen de que la víctima del daño no pueda ejercer su actividad económica. 

NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 4 de octubre de 2007, exp. 15567, C.P. M.P. Enrique Gil Botero.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE / PRUEBA DOCUMENTAL / ACREDITACIÓN DE LA ACTIVIDAD PRODUCTIVA / DECLARACIÓN DE RENTA – Sin anexos / VALOR PROBATORIO DE LA DECLARACIÓN DE RENTA / RENTA DE CAPITAL 

[L]a Sala ha admitido como prueba la declaración de renta correspondiente al año inmediatamente anterior a la fecha en que se ocasionó el perjuicio, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 58 de 1982, siempre que de la misma pueda deducirse con claridad que la renta líquida corresponde a la utilidad percibida por el ejercicio de la actividad económica y no por los bienes de capital que poseía a la víctima, los cuales no sufrirán menoscabo por el daño personal que éste sufra.

FUENTE FORMAL: LEY 58 DE 1982 – ARTÍCULO 10

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN TERCERA
SUBSECCION B

Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO

Bogotá, D.C., quince (15) de noviembre de dos mil once (2011)

Radicación número: 05001-23-25-000-1994-02633-01 (19906)
Actor: ALICIA SIERRA DE ZULUAGA Y OTROS
Demandados: NACIÓN–MINISTERIO DE DEFENSA–POLICIA NACIONAL 

Referencia: Acción de reparación directa (apelación)

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia-Sala de Descongestión-Sala Décima de Decisión, el 30 de noviembre de 2000, en la cual se accedió a las pretensiones de la demanda. La sentencia recurrida será modificada. Su parte resolutiva es la siguiente:

“PRIMERO: Se DECLARA la responsabilidad extracontractual de naturaleza patrimonial de la NACIÓN COLOMBIANA POLICÍA NACIONAL por los hechos ocurridos el 14 de diciembre de 1992, cuando una bomba que estaba destinada a miembros de la Policía Nacional acabó con la vida de AIDA DEL SOCORRO ZULUAGA SIERRA, JOEL DE JESÚS ZULUAGA SIERRA y RODRIGO MORALES ARAMBURO, en la ciudad de Medellín.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se CONDENA a la NACIÓN COLOMBIANA POLICÍA NACIONAL a pagar por concepto de perjuicios morales a: 

JESSICA MARÍA RESTREPO ZULUAGA: por la muerte de su madre, la señora AIDA DEL SOCORRO ZULUAGA SIERRA una suma equivalente a la cantidad de mil (1000) gramos oro según certificación que expida el Banco de la República al momento de la ejecutoria de la sentencia.

ALICIA SIERRA DE ZULUAGA: en calidad de madre de los occisos AIDA DEL SOCORRO ZULUAGA SIERRA y JOEL DE JESÚS ZULUAGA SIERRA, la cantidad de dos mil (2000) gramos oro según certificación que expida el Banco de la República al momento de ejecutoria de la sentencia.

JHON JAER ZULUAGA SIERRA, LUCY ESTELLA ZULUAGA SIERRA, CARLOS MARIO ZULUAGA SIERRA y JAIME HUMBERTO ZULUAGA SIERRA, en calidad de hermanos de los occisos AIDA DEL SOCORRO ZULUAGA SIERRA y JOEL DE JESÚS ZULUAGA SIERRA la cantidad de mil (1000) gramos oro a cada uno, según certificación que expida el Banco de la República al momento de la ejecutoria de la sentencia.

También se pagará a: JULIETA ÁLVAREZ CASTRO, SEBASTIÁN MORALES ÁLVAREZ, CAMILO MORALES ÁLVAREZ y JOSÉ RODOLFO MORALES, en calidad de cónyuge, hijos y padre, respectivamente del occiso RODRIGO MORALES ARAMBURO la cantidad de mil (1000) gramos oro a cada uno, según certificación que expida el Banco de la República al momento de la ejecutoria de la sentencia.

CUARTO (sic): Se condena a la NACIÓN COLOMBIANA POLICÍA NACIONAL a pagar por concepto de perjuicios materiales así:

ALICIA SIERRA DE ZULUAGA: por daño material tanto (sic) en la modalidad de daño emergente: tres millones seiscientos veintiséis mil seiscientos cuarenta pesos ($3.626.640).

JESSICA MARÍA RESTREPO ZULUAGA: por daño material en la modalidad de lucro cesante tanto presente como futuro la cantidad de: mil setecientos noventa y dos millones nueve mil doscientos ocho pesos ($1.792.002.208) (sic).

JULIETA ÁLVAREZ CASTRO: por daño material en la modalidad de lucro cesante tanto presente como futuro la cantidad de: cuatrocientos treinta y cuatro millones setecientos sesenta y siete mil cuatrocientos ochenta pesos ($434.767.489).

SEBASTIÁN MORALES ÁLVAREZ: por concepto de daño material en la modalidad de lucro cesante vencido la cantidad de: setenta millones doscientos cuarenta y dos mil novecientos un pesos ($70.242.901).

CAMILO MORALES ÁLVAREZ: por concepto de daño material en la modalidad de lucro cesante vencido y futuro la cantidad de: ciento treinta y seis millones trescientos cuarenta mil quinientos cuarenta y nueve pesos ($136.340.549).

QUINTO: Dése cumplimiento a los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo.

SEXTO: Se niegan las demás súplicas de la demanda. No hay costas. 

I. ANTECEDENTES PROCESALES

1. Las pretensiones

Mediante escrito presentado el 14 de diciembre de 1994 ante el Tribunal Administrativo de Antioquia, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la señora Alicia Sierra de Zuluaga, quien actúa en nombre propio y en su calidad de tutora testamentaria, de la menor Jessica María Restrepo Zuluaga; la señora Julieta Álvarez Castro, quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos menores Sebastián y Camilo Morales Álvarez; el señor José Rodolfo Morales Arroyave; los señores Jhon Jaer, Lucy Stella,  María Janeth, José Herney, Jaime Humberto y María Elsa Zuluaga Sierra, formularon demanda en contra de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, con el fin de que se declarara patrimonialmente responsable a esa entidad de los daños y perjuicios que sufrieron como consecuencia de la muerte de los señores Aida del Socorro Zuluaga Sierra, Joel de Jesús Zuluaga Sierra y Rodrigo Morales Aramburo, en hechos ocurridos en la ciudad de Medellín, el 14 de diciembre de 1992. 

A título de indemnización, se solicitó en la demanda el pago de las siguientes cantidades: (i) por los perjuicios morales, el equivalente en moneda nacional a 1.000 gramos de oro, para cada uno de los demandantes; (ii) por perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, el pago de los gastos funerarios, así: $521.812, por las exequias de la señora Aida del Socorro Zuluaga Sierra; $521.812, por las exequias del señor Joel de Jesús Zuluaga Sierra y $633.000 por las exequias del señor Rodrigo Morales Aramburo y (iii) por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, que deberán ser estimados con base en la pérdida de su capacidad laboral y vida laboral que pudieron tener los fallecidos, las cuales fueron estimados en $200.000.000, por cada uno de éstos.  

2. Fundamentos de hecho

Los hechos relatados en la demanda son, en resumen, los siguientes: Aproximadamente a las 10:35 p.m. del 14 de diciembre de 1992, los señores Joel de Jesús y Aida del Socorro Zuluaga Sierra y Rodrigo Morales Aramburo se desplazaban en la ciudad de Medellín, en el vehículo de placas MLI-308, color verde militar. Cuando se hallaban a la altura del cruce de la carrera 70 entre calles 1ª y 2ª, sector noroccidental de esa ciudad, cerca de la sede social del Instituto de Seguros Sociales, los sorprendió la explosión de un carrobomba, que les causó la muerte. Una vez ocurrido el hecho y libres de peligro, los agentes de la Policía acudieron al lugar a verificar lo que ya sabían: la existencia del carrobomba, con lo cual se aseguraron de salvar su vida, sin proteger en lo más mínimo la de las víctimas. 

Afirman los demandantes que los daños aducidos son imputables a la entidad demandada, a título de falla del servicio o subsidiariamente, de riesgo excepcional, porque las autoridades de policía habían sido alertadas de la presencia de un carro abandonado en el sector y sin embargo, no instalaron avisos de desvío o de precaución que indicaran una ruta alterna, para salvaguardar la vida de las personas que por allí transitaran. Además, se trató de un riesgo que excedió notablemente las cargas que normalmente han de soportar los ciudadanos como contraprestación de los beneficios que se derivan de la prestación de los servicios. 

3. La oposición de la demandada

La Nación-Ministerio de Defensa se opuso a las pretensiones de la demanda. Solicitó la práctica de varias pruebas, incluidas las aportadas y solicitadas por la parte demandante y señaló que con las mismas se pretendía demostrar que para los años 1990 a 1992 se había incrementado en la institución el número de hombres y su presupuesto, con el fin de fortalecer su pie de fuerza; además, se habían adoptado e implementado diversas medidas de seguridad, tendientes a menguar la violencia que acechaba al país, a pesar de lo cual le era imposible precisar el lugar y la hora exacta en la que sería detonado un carrobomba o se realizaría un atentado guerrillero, dado que éstas acciones contaban con el factor sorpresa. 

Concluyó que en el caso concreto se presentó una de las causales que impedían la imputación del daño a la Administración, porque aún aplicando el criterio del daño antijurídico, las causales de exoneración destruyen la imputación que se le hace al Estado. 

4. La sentencia recurrida
El Tribunal a quo consideró que en el caso concreto no había lugar a imputar el daño a la entidad demandada a título de falla del servicio, porque hay constancias en el proceso de que la Policía montó un operativo especial los días 14 y 15 de diciembre, con el fin de proteger a los ciudadanos de posibles atentados terroristas, por el aniversario de la muerte del narcotraficante Gonzalo Rodríguez Gacha y por otras informaciones; además, con los testimonios recibidos en el proceso penal quedó demostrado que un helicóptero estuvo sobrevolando el sector donde ocurrió el hecho.

Que, en cambio, el daño sí era imputable a la entidad a título de daño especial, porque se demostró que el atentado terrorista iba dirigido en contra de los agentes de la Policía, quienes recibieron una llamada poco antes del hecho, denunciando el hurto de un vehículo en ese sector, con el fin de que se desplazaran hasta allí, lo cual hicieron pero tomando las precauciones del caso, como el desplazamiento a pie, pero que los delincuentes confundieron el carro en el que se desplazaban las víctimas, con uno de la institución y por eso hicieron detonar la carga de dinamita al paso de dicho vehículo, causando la muerte de sus ocupantes, la destrucción del mismo y otros daños a personas residentes en inmediaciones al lugar de la explosión. 

No obstante, el a quo hizo la siguiente observación: “Causa estupor a la Sala la forma cómo actúa la Policía en esta oportunidad, que sabiendo del plan de emergencia que se tenía por la proximidad del aniversario de la muerte de otro jefe del narcotráfico, las informaciones que se tenían sobre posibles atentados terroristas y la dura lucha que en ese momento libraba nuestra ciudad con el terrible cartel de Medellín, no hubiese tomado las precauciones mínimas como desviar los vehículos que transitaban por el lugar, hacia una vía alterna, o acordonado el lugar, sólo se limitó a sobrevuelos de helicópteros y al desplazamiento a pie de la fuerza pública, es decir, pensó en protegerse ella, hecho loable por cierto, pero debió pensar también en la ciudadanía inocente y expuesta al peligro”.   

5. Lo que se pretende con la apelación

La Nación-Ministerio de Defensa solicitó que se revocara la sentencia y en su lugar, se negaran las pretensiones de la demanda. En primer término aclaró que la entidad no desconocía el acto de barbarie que cometieron los terroristas en la fecha y lugar señalados en la demanda, ni mucho menos pretendía demeritar el dolor de los demandantes por ese hecho; pero que esos daños no podían ser imputados al Estado a título de daño especial, porque la sola existencia de la fuerza pública no podía entenderse como una carga anormal que debieran soportar los ciudadanos; que no podía olvidarse que fue el mismo pueblo quien la creó y aceptó las limitaciones que su existencia representaban y que considerar lo contrario implicaría dejar sin fundamento todas aquellas decisiones en las cuales se condena a la institución por omisión en la prestación de su deber constitucional. 

Agregó que por las razones antes expuestas, no podía reprocharse la pasividad, la indefensión de los agentes en el caso concreto, dado que esa situación se deriva de una actividad concertada, legítima y obligatoria. En síntesis, señaló que la teoría del daño especial no podía ser tratada como la “tabla de Procustes”, para adecuar las circunstancias de manera amplia o estrecha; que en casos como éste había que buscar otras fuentes de reparación, que no implicarán atribuir a un órgano del Estado el deber de reparar esos daños, con mecanismos como el previsto en la Ley 104 de 1993, con los cuales se socializan los daños sufridos por las personas como consecuencia de actos terroristas o artefactos explosivos.     

Insistió en que valdría la pena revisar los criterios que viene manejando la Sala en cuanto a la atribución de los daños sufridos por las personas en aquellos eventos en los cuales el ataque va dirigido contra establecimientos militares, porque “la sola presencia de las fuerzas del orden no implican un actuar; su posición es acordada y admisible dentro del orden constitucional…De ser aceptada la pluricitada teoría del daño especial, en situaciones que no se ajustan al normal o anormal desarrollo de la actividad policiva, se pondría en entredicho la legitimidad del constituyente primario plasmada en nuestra Constitución Política”.

Además, señaló que el fallo incurrió en incongruencias, como la de fijar una indemnización equivalente a 500 gramos de oro para los hermanos de las víctimas, en la parte motiva del fallo y de 1.000 gramos de oro en la parte resolutiva del mismo.  

6. Actuación en segunda instancia
Del término concedido en esta instancia para alegar de conclusión hicieron uso las partes y el Ministerio Público.

6.1. La parte demandante solicita que se confirme la sentencia impugnada. Insistió en que el Estado incurrió en una falla del servicio por omisión, porque se logró establecer que la acción terrorista era previsible y evitable en sus consecuencias por parte del Estado, lo cual se infiere del hecho de que la misma entidad había desplegado un operativo especial para esa fecha; que además, era claro que el hecho iba dirigido en contra de la Policía y prueba de ello fue el prolongado sobrevuelo del helicóptero militar que había localizado al vehículo con la carga de dinamita y sin embargo, no se hizo nada para evitar el daño, adoptando medidas como la de acordonar el área alrededor de ese vehículo, limitándose a esperar que ocurriera el hecho.

Afirmó que la pasmosa inactividad de las autoridades públicas frente a la situación ocurrida constituía una grave falla del servicio que debía repudiarse, porque los miembros de la institución armada sólo pensaron en ellos y no en la población civil que juraron defender, hecho que desdibuja la misión protectora de las autoridades.  

6.2. La parte demandada solicita que se modifique la sentencia. Adujo que el Tribunal no tuvo en cuenta que el hecho fue cometido por un grupo terrorista; que para la entidad ese hecho fue imprevisible, determinante y concurrente con la acción de los terroristas y por lo tanto, el Estado es solidariamente responsable frente a los perjudicados y, en consecuencia, la condena que se impuso a éste se debe reducir en un 50%. Aclaró que no se desconocía que la actividad legítima en la defensa de la seguridad ciudadana generaba circunstancias de desigualdad frente a las cargas públicas, pero, insistió que se trataba de una responsabilidad solidaria con los autores de la acción terrorista. 

Hizo énfasis en que, en casos como el que aquí se decide debe hacerse un expreso reconocimiento de la causal de reducción de la condena por el hecho concurrente de un tercero; que omitir ese pronunciamiento generaba en la conciencia ciudadana la creencia de que los grupos subversivos no eran responsables del daño que han propiciado, síntoma claro de impunidad en el ámbito patrimonial y que no podía olvidarse que los particulares y aún el propio Estado podían acudir al juez penal para que se declarara el reconocimiento de los perjuicios irrogados por los grupos al margen de la ley. 

6.3. El Procurador Cuarto Delegado ante la Corporación solicitó que se modificara la condena impuesta, por considerar que las pruebas que obran en el expediente demuestran que el ataque sí estuvo dirigido en contra de la Policía Nacional, que para ese momento se había constituido en blanco de los terroristas y que esa circunstancia, de acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado permitiría la declaratoria de responsabilidad de la entidad demandada, bajo la tesis del daño especial, título que deviene del riesgo excepcional al que fueron sometidas las víctimas en la guerra que el Estado enfrenta con los grupos al margen de la ley, especialmente, con los narcotraficantes. 

Agregó que, en su criterio, no había lugar a analizar la existencia de falla del servicio, por omisión o imprevisión, que según la demanda se derivó del hecho de que los policías fueron advertidos de lo que iba a suceder, pero no tomaron las medidas de precaución necesarias para proteger a los ciudadanos, porque ese título de imputación fue desechado por el a quo y frente a esa decisión, la parte demandante mostró su conformidad al no apelar la decisión y la entidad demandada no dijo nada al respecto al sustentar el recurso de apelación que interpuso. 

Finalmente, solicitó que se confirmaran las condenas impuestas, pero que se corrigiera la liquidación hecha a favor de la señora Julieta Álvarez Castro, porque en ese caso debía tenerse en cuenta la edad del occiso y no la de la cónyuge supérstite, por ser aquél el mayor entre los dos.  

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia  

La Sala es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en proceso con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, dado que la cuantía de la demanda supera aquella exigida para el efecto al momento de proponer el recurso, esto es, antes de la vigencia de las cuantías establecidas en la Ley 446 de 1998
. 

2. La existencia del daño

2.1. La muerte de los señores Aida del Socorro Zuluaga Sierra, Joel de Jesús Zuluaga Sierra y Rodrigo Morales Aramburo, en hechos ocurridos en la ciudad de Medellín, el 14 de diciembre de 1992, quedó demostrada con: (i) las actas de las diligencias del levantamiento de los cadáveres de los dos primeros, practicadas en el lugar de los hechos por la Unidad de Fiscalía Primera Permanente Turno A (fls. 214-218 c-2) y del señor Rodrigo Morales Aramburo, practicada por la Inspección de Permanencia 4 de Belén, en la Policlínica Municipal de Medellín (fls. 19-20 c-1); (ii) los protocolos de las necropsias médico legales practicadas a los cadáveres por el Instituto de Medicina Legal, en los cuales se concluyó que su muerte fue consecuencia natural y directa de shock traumático, producido por múltiples lesiones, secundarias al estallido de artefacto explosivo (fls. 299-304 c-2), y los registros civiles de su defunción (fls. 13, 39 y 40 c-1).       

2.2. Se acreditó el parentesco que existía entre los fallecidos y los demandantes, así: (i) la señora Alicia Sierra de Zuluaga demostró ser la madre de los señores Aida del Socorro y Joel de Jesús, porque así consta en los registros civiles de nacimiento de éstos (fls. 27 y 31 c-1); (ii) la señora Jessica María Restrepo Zuluaga acreditó ser la hija de la señora Aida del Socorro, porque así consta en el registro civil del nacimiento de aquélla (fl. 36 c-1); (iii) la señora Julieta Álvarez Castro, demostró ser la esposa del señor Rodrigo Morales Aramburo, porque así consta en el registro civil de su matrimonio (fl. 10 c-1); los menores Sebastián y Camilo Morales Álvarez demostraron ser hijos del señor Rodrigo Morales Aramburo, tal como consta en los registros civiles del nacimiento de estos demandantes (fls. 11 y 12 c-1) y (v) el señor José Rodolfo Morales Arroyave demostró ser el padre del señor Rodrigo, hecho que consta en el registro civil de nacimiento del fallecido (fl. 8 c-1) y (vi) los señores Jhon Jaer, Lucy Stella, María Janeth, Carlos Mario, José Herney, Jaime Humberto y María Elsa Zuluaga Sierra, acreditaron ser hermanos de los señores Aida del Socorro y Joel de Jesús, porque en los registros civiles de todos ellos figuran como hijos de los mismos padres (fls. 24-32 c-1).   

La demostración del parentesco en los grados de consanguinidad señalados, entre los demandantes y los fallecidos y del vínculo matrimonial entre el señor Rodrigo Morales y la señora Julieta Álvarez Castro, unidos a las reglas de la experiencia, permiten inferir el dolor moral que aquéllos sufrieron por la muerte de los señores Aida del Socorro Zuluaga Sierra, Joel de Jesús Zuluaga Sierra y Rodrigo Morales Aramburo. 

3. Las víctimas fallecieron como consecuencia de un acto terrorista

Quedó demostrado que las víctimas fallecieron como consecuencia de un ataque terrorista ocurrido en la ciudad de Medellín, el 14 de diciembre de 1992. Las circunstancias en las cuales ocurrió ese hecho quedaron consignadas en el informe que rindió el Comandante de la Estación Cien del Departamento de Policía Metropolitana (fl. 101-102 c-2):

“EXPLOSIÓN CARRO BOMBA: 141292 a las 22:49 horas en Cr. 80 x Cl. 2 hizo explosión un carro bomba Renault 4, color azul, modelo 82, de placas ITK 570, citadas placas corresponden a un vehículo montero Mitsubishi, color beige, contenía 120 kilos de dinamita con metralla, mediante sistema eléctrico o control remoto, resultando muertos los señores JOSUEL (sic) DE JESÚS ZULUAGA SIERRA….AIDA RESTREPO DE ZULUAGA….RODRIGO MORALES…, estos se movilizaban en vehículo campero Toyota, color azul (sic) policromado, modelo 93, de placas MLI-308…En los mismos hechos resultaron lesionados MARGARITA MARÍA OSPINA…, TERESA…, JIMMY OSPINA…, móviles y sindicados son materia de investigación…”. 

4. Responsabilidad del Estado por actos terroristas 

El artículo 90 de la Constitución prevé que el Estado es responsable de los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de las autoridades públicas cuando dichos daños le sean imputables. Conforme a esta norma, la responsabilidad patrimonial del Estado no puede derivarse frente a todos los daños antijurídicos que sufran las personas, ni siquiera frente a todos los daños antijurídicos causados por la acción u omisión de sus servidores, porque en todo caso se requiere que tales daños le sean atribuibles
.

Los criterios de atribución han sido elaborados por la jurisprudencia de la Corporación, bajo dos regímenes básicos: de responsabilidad subjetiva por falla del servicio y de responsabilidad objetiva por daño especial o riesgo excepcional. En todos estos regímenes o criterios de imputación se requiere que la actividad desplegada por el Estado sea finalmente la causa del daño bien de manera exclusiva o concurrente con la de la víctima o la de un tercero. Tales criterios están vinculados, por supuesto, con el desarrollo mismo del Estado y, por lo tanto, podrían ser diferentes. Sin embargo, en todo caso para poder atribuir al Estado un daño se requiere, conforme al artículo 90 de la Constitución, demostrar que el mismo fue obra del Estado, por haber sido éste su autor, bien por haberlo causado directamente, o por haberlo propiciado. 
Los daños antijurídicos causados por terceros ajenos al Estado, en tanto constitutivos de causa extraña, no le son imputables a éste, salvo cuando el hecho del tercero ha sido facilitado por el mismo Estado, por ejemplo, por haber omitido su deber de protección de los asociados o cuando tales daños constituyen la concreción del riesgo creado de manera consciente y lícita por el Estado, por ejemplo, los daños producidos con ocasión de una actuación policiva dirigida a detener a un delincuente que huye armado, o los daños causados a los vecinos de las bases militares o policiales, cuando éstas son atacadas por grupos al margen de la ley, porque si bien dichas bases tienen como finalidad la de defender a sus pobladores, representan un riesgo grave y excepcional para quienes habitan en sus inmediaciones. 

Por lo tanto, los daños sufridos por las víctimas de actos terroristas cometidos por terceros son imputables al Estado cuando en la producción del hecho intervino la Administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el hecho se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a evitar o enfrentar eficientemente el ataque
. 

También ha determinado la Sala la imputabilidad al Estado por los daños sufridos por quienes son sometidos a la exposición a un riesgo de naturaleza excepcional, creado por la Administración en cumplimiento del deber constitucional y legal de proteger a la comunidad en general. Ha dicho la Sala:

“En otros eventos (...) la imputabilidad surge de la creación de un riesgo, que es considerado excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos, como consecuencia del desarrollo de una actividad dirigida a proteger a la comunidad en general.  No se trata aquí, entonces, de la existencia de una acción u omisión reprochable de la administración, sino de la producción de un daño que, si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado”
.

Para que el hecho violento del tercero pueda ser imputable al Estado, se requiere que éste haya sido dirigido contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo de la cúpula estatal
.
Por lo tanto, se ha considerado que no le son imputables al Estado los daños causados por actos violentos cometidos por terceros cuando éstos son dirigidos indiscriminadamente contra la población, con el fin de sembrar pánico y desconcierto social y no contra un objetivo estatal específico, bien o persona, claramente identificable como objetivo para los grupos al margen de la ley. Ha precisado la Sala:
“Si el atentado es indiscriminado, no es selectivo, y tiene como fin sembrar pánico y desconcierto social como una forma de expresión, por sus propias características cierra las puertas a una posible responsabilidad Estatal ya que es un acto sorpresivo en el tiempo y en el espacio, planeado y ejecutado sigilosamente, y por lo mismo, en principio imposible de detectar por los organismos encargados de la seguridad pública y como ya se ha dicho, los deberes del Estado, que son irrenunciables y obligatorios, no significan que sea por principio omnisciente, omnipresente ni omnipotente, para que responda indefectiblemente y bajo toda circunstancia”
.

En síntesis, los daños que sufran las personas como consecuencia del conflicto armado interno, le son imputables al Estado cuando se demuestra que son consecuencia de una falla del servicio de la Administración o del riesgo creado por ésta con el fin de cumplir su función de garantizar la vida e integridad de las personas y que el ataque estuvo dirigido concretamente contra un establecimiento militar o policivo, un centro de comunicaciones o un personaje representativo del Estado o de sus Fuerzas Armadas
.

4. En el caso concreto los daños son imputables al Estado

En el sub examine se acreditó que la muerte de los señores Aida y Joel Zuluaga Sierra y Rodrigo Morales Aramburo es imputable al Estado, en tanto ese hecho se produjo como consecuencia de un ataque terrorista que iba dirigido en contra de la Policía Nacional.  

A esa conclusión se llega con fundamento en las pruebas documentales traídas por las partes en las oportunidades legales correspondientes y en los testimonios recibidos en el proceso; así como en los testimonios, documentos, providencias e informes técnicos trasladados de la investigación penal adelantada por la Dirección regional de Fiscalías de Medellín, las cuales obran en copia auténtica en el expediente (fls. 1-481 c-2) y pueden ser valorados en este proceso porque su traslado fue solicitado por la parte demandante y la parte demandada manifestó adherirse a esa solicitud. 

3.1. No se demostró la falla del servicio aducida por los demandantes

No se demostró que la entidad demandada hubiera omitido el cumplimiento de sus obligaciones de brindar protección y seguridad a las víctimas y que como consecuencia de esa omisión se hubiera producido el hecho terrorista que les causó la muerte. 

Es cierto que de acuerdo con las pruebas que obran en el expediente, las autoridades de policía estaban advertidas sobre la posible comisión de un atentado terrorista, en razón de las especiales circunstancias que vivía el país en ese momento en la lucha contra el narcotráfico y por eso habían dispuesto para ese 14 de diciembre de 1992 y para el día siguiente un operativo de seguridad conjunto con el Ejército Nacional y el Departamento Administrativo de Seguridad-DAS.   

En efecto, obra en el expediente la orden de servicios número 197, de 14 de diciembre de 1992, que trata de los dispositivos especiales ordenados por el comandante de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá, como medidas de prevención, por los posibles “atentados terroristas con motivo del aniversario de la muerte de ‘Gonzalo Rodríguez Gacha’ y otras informaciones” (fls. 124-126 c-1), medidas que consistían en:   

“INSTRUCCIONES GENERALES

a. El Comandante del Cuerpo Élite ordenará a los helicópteros realizar sobrevuelos en cada uno de los sectores, especialmente: Envigado, el Poblado, la Estrella, Teatro Metropolitano, Av. Santa Elena, Autopista Norte, barrio Laureles, barrio Guayabal, barrio Antioquia, barrio Santa Fe, barrio Campoamor, barrio Salvador, barrio La Milagrosa, barrio Buenos Aires, barrio la Floresta.

b. El Comandante de SERES deberá instalar cada uno de los puestos por el término de una hora, cubriendo un total de 15 durante la ejecución del plan en los diferentes sectores.

c. El Jefe de Comunicaciones deberá enviar un radio con cargador y 2 baterías a la 4ª brigada para que sea utilizado por los helicópteros de esa unidad cuando estén realizando sobrevuelos por la ciudad y mantengan contacto directo con la Policía.

d. Los Comandantes de estación deberán sacar la dirección de los sectores más críticos de su jurisdicción.

e. Todos los comandantes de unidad deben agilizar cualquier actividad de inteligencia que pueda afectar el normal desarrollo de la programación navideña.

f. EJERCOL continúa desarrollando los patrullajes y puestos de control en las vías más importantes.

g. Los comandantes de estación de los municipios del Área Metropolitana deberán instalar puestos de control a la salida de cada uno de los municipios desde las 07:00 horas a las 19:00 para el día 151292.

h. Para el desarrollo del plan se deben controlar los desplazamientos con avanzadas, distancias prudenciales y verificando las situaciones.

i. Se deben evaluar las informaciones de una forma muy profesional, de tal forma que ante señuelos no se actúe.

j. El Comando Operativo deberá coordinar con el Comandante de Policía Antioquia para el taponamiento de cada uno de los municipios que están cerca de la ciudad de Medellín por las vías principales que conducen a la misma, en caso que se presente cualquier atentado o fuga de los facinerosos.

k. El señor Director del DAS apoya controlando el terminal de transporte, TELECOM, aeropuerto y directorios políticos, efectuando patrullajes y recolectando información.

l. Los Comandantes de estación deberán elaborar listados de los diferentes directorios políticos de su jurisdicción, con el fin de realizar puestos de control cerca de esos lugares.

m. Los Comandantes de Unidad deberán efectuar en forma constante patrullajes por las iglesias, centros comerciales, sector bancario.

n. La SIJIN recopilará la información sobre las bandas de grupos armados, la cual deberá ser intercambiada con la 4ª brigada.

ñ. El C.A.D. debe estar pasando comunicados”. 

De acuerdo con el informe presentado por el jefe de la sección de inteligencia del DAS, al director de la entidad en Antioquia (fls. 282-283 c-2), el ataque al parecer fue ordenado por un grupo de narcotraficantes, como retaliación por la muerte de algunos de sus miembros causadas por la Policía: 

“Según informaciones este hecho violento se cree fue ordenado por el narcotraficante jefe del cartel de Medellín PABLO ESCOBAR GAVIRIA, en retaliación contra los organismos de seguridad del Estado, teniendo en cuenta los operativos realizados por el cuerpo élite, donde como resultados obtenidos fueron dados de baja BRANCE MUÑOZ MOSQUERA (a. Tayson) y JHON EDISON RIVERA ACOSTA (a. Palomo), hombres de confianza del citado jefe del cartel de Medellín”. 

Está demostrado en el expediente que los agentes de la Policía fueron advertidos de la presencia de un vehículo hurtado en el sector y que ellos tomaron las precauciones necesarias para acercarse, teniendo en cuenta que esa información podía no ser más que un señuelo para lograr su acercamiento al lugar y causarles daños con elementos explosivos, como había ocurrido en otras ocasiones por esa misma época. 

Sin embargo, no se tiene certeza sobre cuál era el conocimiento preciso que tenían los agentes de la Policía en relación con el vehículo en el que se habían instalado los explosivos, ni sobre el lapso transcurrido entre el momento en el que recibieron información sobre la presencia de un vehículo que se hallaba en el sector y que al parecer había sido hurtado y aquél en el cual ocurrió la explosión y sin la prueba de esos hechos no se pueden derivar conclusiones relacionadas con las acciones que hubiera podido adelantar la entidad para prevenir o evitar una tragedia como la ocurrida.   

Está demostrado que antes de que ocurriera el hecho se observó un helicóptero del Ejército sobrevolando por el sector. Así lo aseguró la señora Margarita María Ospina Álvarez, en la declaración que rindió en el proceso penal (fls. 323 c-2). Sin embargo, de ese hecho no puede inferirse que las autoridades hubieran estado advertidas con suficiente anticipación de la existencia del carro presuntamente hurtado y cargado con los explosivos, porque, como antes se indicó, una de las actividades programadas en el opertivo conjunto entre la Policía, el Ejército y el DAS era el sobrevuelo de helicópteros por varios sectores de la ciudad.   

 En pocas palabras, no hay lugar a afirmar que la entidad demandada incurrió en falla del servicio, porque no obran en el expediente pruebas a partir de las cuales se pueda concluir que ésta omitió la ejecución de acciones concretas que hubieran podido evitar el daño.  

3.2. Sí está probado que el ataque estaba dirigido contra la Policía

Las pruebas que obran en el expediente, en cambio, sí permiten concluir que el ataque iba dirigido contra los miembros de la Policía Nacional. En efecto:   

3.2.1. Obra en el expediente la edición del periódico El Colombiano de Medellín, de 15 de diciembre de 1992 (fl. 86 c-1), en el cual se publicó el hecho terrorista en el que fallecieron los señores Aida y Joel Zuluaga Sierra y Rodrigo Morales Aramburo. Se afirmó en esa publicación que los agentes de la Policía recibieron una llamada en la que se anunciaba el hurto de un vehículo en el sector donde ocurrió el atentado y al sospechar que podía tratarse de un señuelo descendieron del vehículo en el que se desplazaban antes de aproximarse al sitio que se les indicó. 

También se trajo al expediente la copia de la página del diario El Tiempo, de Bogotá, correspondiente a la publicación que se hizo también el 15 de diciembre de 1992, copia que fue certificada por el editor general del periódico (fls. 131-133 c-1), en la cual se narraron los hechos terroristas acontecidos en el país el día anterior a la publicación. En esa publicación se informó que el ataque iba dirigido contra un carro de la Policía que regularmente pasaba por el sector. 

Es cierto que, de acuerdo con el mérito probatorio que merecen las publicaciones realizadas en periódicos no oficiales, las informaciones suministradas en los diarios El Colombiano de Medellín y El Tiempo de Bogotá, no pueden tenerse como prueba del hecho de que los explosivos estaban dirigidos en contra de los miembros de la Policía. Dichas publicaciones sólo tienen valor probatorio para efectos de considerar que esa fue la noticia que se publicó, pero en manera alguna permiten acreditar la ocurrencia de los hechos que en ellos se expusieron
.  

Las pruebas que obran en el expediente permiten confirmar el hecho de que el ataque terrorista no iba dirigido contra las víctimas, ni se trataba de un ataque indiscriminado contra la población, sino que tenía como objetivo concreto a los miembros de la Policía que acudieran al sitio a investigar la posible comisión del delito de hurto de un vehículo. Esas pruebas son las siguientes: 

-El informe presentado por el jefe de la sección de inteligencia del DAS, al director de la entidad en Antioquia (fls. 282-283 c-2), en el cual consta que las investigaciones adelantadas por la entidad en el lugar de los hechos, indicaban que la carga explosiva iba dirigida contra los miembros de la Policía: 

“HECHOS

El día 14 diciembre/92 en la carrera 70 # 1-60 fue activado carrobomba Renault 4, color azul placas TIK-570, contra vehículo Toyota, color verde, placas MLI-308, donde perdieron la vida tres de sus ocupantes: OVEL (sic) DE JESÚS ZULUAGA SIERRA, AYDA ZULUAGA SIERRA y ROGELIO RESTREPO (sic) y resultaron heridas las hermanas MARGARITA y TERESA OSPINA.

“DILIGENCIAS

Informaciones de inteligencia indican que la citada carga explosiva iba dirigida contra miembros de la Policía, ya que los maleantes momentos antes habían efectuado llamadas telefónicas a la estación central de ese organismo, donde informaban que en el citado lugar se encontraba un vehículo abandonado, con el fin de lograr el desplazamiento de los uniformados al lugar indicado para lograr su objetivo. 

“Es de anotar que los terroristas que accionaron el carrobomba se cree confundieron el vehículo en referencia con una patrulla de la Policía, en momentos en que se movilizaba a gran velocidad por el citado lugar, ocasionando el hecho violento.

“Unidades nuestras se hicieron presentes en el sitio trágico sin lograr la retención de ninguna persona ni obtener pistas que nos lleven a lograr el esclarecimiento de lo investigado, procediendo inmediatamente a efectuar diferentes planos fotográficos del lugar de los hechos”.

-La constancia que dejó el Fiscal Delegado que practicó el levantamiento de los cadáveres de los señores Joel y Aida Zuluaga Sierra (fl. 221 c-1), conforme a la cual, “Según las versiones dadas en el lugar en comento, el atentado iba dirigido a una patrulla de la Policía, que en el momento en que hizo explosión, ésta se encontraba en el semáforo ubicado en el sector sobre el cruce de la que se denomina Cra. 80”.
Esos informes oficiales aparecen además respaldados con las declaraciones rendidas en el proceso penal por vecinos del lugar donde ocurrió el hecho terrorista, quienes dan cuenta de los comentarios realizados por los agentes de la Policía que acudieron al lugar de la explosión: 

-La señora Margarita María Ospina Álvarez aseguró en el proceso penal (fls. 323 c-2), haber escuchado los comentarios que hicieron los agentes de la Policía que llegaron a atender el caso: 

“Nosotros no tenemos ni idea de quién pudo haber sido [el autor del atentado terrorista], el día del hecho la Policía dijo que a ellos los habían llamado indicándoles que se estaba presentando un hurto en el sector donde hizo explosión la bomba, que era como para ponerles una trampa, parece que ellos estaban cerca al carrobomba cuando hizo explosión y también parece que explotó la bomba y la Policía en ese instante llegó, también desde temprano, hacía como una hora estaba sobrevolando por arriba de la casa un helicóptero y pensamos que quizá había una bomba, era un helicóptero militar y luego fue lo del carrobomba”. 

-En términos similares fue la declaración de la señora María Liria Álvarez Díaz, rendida también en el proceso penal (fl. 322 c-2):

“…los policías comentaron que habían recibido llamadas diciendo sobre un atraco y solicitando auxilio…, esto tal vez para hacerles explotar el carro a la Policía, el policía habló conmigo, se llama LUIS FERNANDO MÚNERA”. 

Si bien los informes oficiales dan cuenta del resultado de las primeras indagaciones que se adelantaron en el lugar de los hechos y no de las conclusiones finales de las investigaciones que debieron practicarse y las testigos refieren comentarios que hicieron los agentes de la Policía que acudieron a atender el caso, considera la Sala que esas afirmaciones aparecen respaldadas con las pruebas indirectas que se construyen a partir de otros medios probatorios practicados o trasladados al proceso, los cuales dan cuenta de: (i) el ataque frontal que para el momento de los hechos sostenían los grupo de narcotraficantes contra los miembros de la Policía, por la lucha que la institución estaba adelantando, con el fin de evitar la comisión de ese tipo de delitos y para capturar y sancionar a sus responsables; (ii) la similitud que existía entre el carro de las víctimas y los vehículos que utilizaban los miembros de la Policía en esa época y (iii) la carencia de razones que permitieran afirmar que el ataque iba dirigido concretamente contra las víctimas, así: 

(i) La señora Margarita Lucía Ruíz Betancur, quien aseguró que había trabajado con la familia Zuluaga Sierra, destacó en el testimonio que rindió en este proceso (fls. 192-193 c-1), que los atentados terroristas que de manera reiterada se habían ejecutado en la época en la cual ocurrió el hecho de que trata este proceso, estaban dirigidos en contra de los miembros de la Policía: 

“[era] de conocimiento público que a la policía en los meses anteriores y posteriores a éste había sucedido muchos atentados que dejaron muchas víctimas, lo que publicó El Colombiano al día siguiente del atentado hacía énfasis en que la Policía al parecer estaba informada de que habían (sic) movimientos extraños en el punto donde fue activada la bomba”. 

Aunque el testimonio de la señora Margarita Lucía, en razón de la relación que tenía con la familia de los demandantes pueda resultar sospechoso, además de impreciso, porque no concreta cuáles eran los atentados a los que se refirió ni la razón por la cual se consideró que iban dirigidos en contra de los miembros de la Policía, lo cierto es que los hechos a los que se refiere encuentran respaldo en el informe que presentó el jefe de la sección de inteligencia del DAS, al director de la entidad en Antioquia (fls. 282-283 c-2), en el cual, como antes se señaló, se dejó constancia de que al parecer el ataque fue ordenado por el jefe del cartel de Medellín, Pablo Escobar Gaviria, en retaliación porque el grupo Élite de la Policía había dado de baja a dos de los hombres de confianza del narcotraficante. 

(ii) Se afirma en la demanda que los terroristas activaron los explosivos al paso del vehículo de las víctimas, porque sus características eran similares a las de los vehículos que utilizaban los miembros de la Policía para la época de los hechos.  

-Ese hecho lo afirmó el señor Fabio Pineda Salazar (fls. 113-115 c-1), asesor tributario de la familia de los demandantes. El testigo aseguró que para la época de los hechos, los agentes de la Policía se desplazaban en vehículos camperos, verdes, semejantes a aquél en el que viajaban los demandantes el día de los hechos. 

-En igual sentido, el señor Luis Alfonso Rodríguez Jaramillo (fls. 115-117 c-1), quien afirmó conocer a las víctimas por haber tenido con ellos tratos comerciales, manifestó que los terroristas al parecer confundieron el carro de los demandantes “con un carro oficial, porque ellos iban en un jeep parecido al del Ejército o de la Policía y les detonaron un carro bomba”.    

El vehículo en el que se desplazaban las víctimas, según la tarjeta de propiedad, la factura de compra y el revisado de Aduana, documentos que obran en copia auténtica en el expediente, tenía las siguientes características: placa MLI-380, marca Toyota, línea Land Cruiser, modelo 93, tipo campero, de color verde selva, de servicio particular, cabinado (fl. 279 c-2). En tanto que el vehículo en el que se hizo explotar la bomba, según la tarjeta de propiedad y la certificación expedida por el vendedor, correspondía a un campero, cabinado, marca Mitsubishi, de placas ITK-570, tipo montero, modelo 90, color sílice tornado, de servicio particular (fls. 310-312 c-2). 

En la diligencia de levantamiento de los cadáveres de los señores Aida y Joel Zuluaga Sierra se dejó constancia de las características del vehículo en el que se desplazaban las víctimas: 

“DESCRIPCIÓN DEL LUGAR DE LOS HECHOS: vía pública, exactamente en la Carrera 70 x Calle 2ª…vehículo totalmente destrozado, marca Toyota Lancruiser (sic), placas MLI 308, color verde cromado…, destruido por la metralla ocasionada por un carrobomba…Posteriormente se inspeccionó (sic) los alrededores del lugar en comento y se pudo establecer que aproximadamente a unos 10 metros de donde se recogió la mano [del señor Joel Zuluaga], se encontraba ubicada una residencia donde reside la señora MARÍA LIRIA ÁLVAREZ…, quien al momento en que éste se hizo presente no se encontraba allí, pero su hija, de nombre MARGARITA OSPINA ÁLVAREZ…manifestó que siendo aproximadamente las diez y treinta de la noche se encontraban ella y otras personas viendo televisión, que cuando menos pensó escuchó una detonación fuerte y todo se le había caído encima, sufriendo lesiones en el pie derecho…, así mismo, que un hermanito suyo de 12 años, de nombre YIMI ALEXANDER OSPINA ÁLVEREZ, resultó lesionado en un pié, pero sin lesiones graves…Aproximadamente al frente, al otro lado de la vía, en el mismo sentido, sobre la izquierda se observa un cráter de metro y medio de longitud y a 15 metros de éste se observa el motor del carrobomba, el cual según las versiones se trata de un Renault 4, color azul, de placas ITK-570…, hubo destrucción total del vehículo que portaba la dinamita”. 

No existe prueba relacionada con las características que tenían los vehículos que usaban los agentes de la Policía para la época de los hechos, con lo cual podría hacerse la confrontación que permitiera dar por demostrado el hecho que aseguraron los testigos. No obstante, la versión de los testigos encuentra respaldo en el informe presentado por el jefe de la sección de inteligencia del DAS, al director de la entidad en Antioquia (fls. 282-283 c-2), en el consta que las investigaciones adelantadas por la entidad indicaban que los terroristas que accionaron el carrobomba confundieron el vehículo de las víctimas “con una patrulla de la Policía, en momentos en que se movilizaba a gran velocidad por el citado lugar, ocasionando el hecho violento”.

(iii) No hay prueba de que el ataque hubiera estado dirigido contra las víctimas. Por el contrario, los testimonios que obran el expediente dan cuenta de que en contra de los fallecidos no se había proferido ninguna amenaza. 

-La señora Margarita Lucía Ruíz Betancur (fls. 192-193 c-1), manifestó que trabajaba en actividades relacionadas con el agro, con la familia Zuluaga Sierra y por eso podía asegurar que ésta no había recibido ninguna amenaza contra su vida. Agregó: “yo pienso que para que a uno le hagan un atentado con una bomba de 120 kilos de dinamita tendría que ser una persona muy mala o haber hecho algo muy horrible, situación que no es de las personas que sufrieron en ese atentado…pienso que la bomba iba destinada a la Policía, como era lo usual en esos días”.

En consecuencia, se mantendrá la sentencia proferida en primera instancia que declaró la responsabilidad de la entidad demandada, por considerar que el Estado es patrimonialmente responsable del daño en tanto generó el riesgo que se materializó en la muerte de los señores Joel y Aida Zuluaga Sierra y Rodrigo Morales Aramburo, pero se modificarán las indemnizaciones reconocidas a los demandantes, de acuerdo con los parámetros que adelante se señalarán.  

5. La indemnización del perjuicio

5.1. Perjuicios morales

El a quo reconoció perjuicios morales a favor de todos los demandantes, en las siguientes cantidades: para la señora Jessica María Restrepo Zuluaga: el equivalente a 1.000 gramos oro; para la señora Alicia Sierra de Zuluaga: 2.000 gramos oro; para cada uno de los señores Jhon Jaer, Lucy Stella, Carlos Mario, y Jaime Humberto Zuluaga Sierra: 1.000 gramos de oro; para cada uno de los señores Julieta Álvarez Castro, Sebastián y Camilo Morales Álvarez y José Rodolfo Morales: 1.000 gramos de oro.

La Sala modificará la condena, en relación con los siguientes aspectos: 

-Se revocará la condena impuesta a favor del señor Carlos Mario Zuluaga Sierra, porque no fue demandante. En efecto, se aprecia que el mismo no confirió poder; el apoderado no actuó a su nombre como agente oficioso y la demanda no se admitió a su favor.  

-Para hacer congruente la sentencia con la demanda, se modificará la condena impuesta a favor de la señora Alicia Sierra de Zuluaga, dado que la pretensión formulada a su favor, por perjuicios morales, fue de 1.000 gramos oro, pero en la sentencia se le concedió una indemnización por 2.000 gramos oro. 

-En relación con los señores Jon Jaer, Lucy Stella y Jaime Humberto Zuluaga Sierra, el a quo les concedió una indemnización de 1.000 gramos de oro, que corresponden a la sumatoria de la indemnización reconocida por la pérdida de cada uno de sus hermanos Aida del Socorro y Joel de Jesús. 

La Sala reitera el criterio de que la indemnización por el perjuicio moral que genera la pérdida de dos o más miembros de la familia amerita un incremento del valor que regularmente se reconoce a los damnificados por la pérdida de las personas más allegadas, atendiendo al grado de parentesco que exista entre los demandantes y las víctimas, sin que haya lugar a la sumatoria de esas indemnizaciones
. 

Por lo tanto, se adecuará a ese criterio el valor de la reparación del perjuicio que habrá de reconocerse a los hermanos de las víctimas que demandaron y a quienes el a quo les reconoció indemnización.    

-En aplicación de los criterios establecidos en la sentencia de 6 de septiembre de 2001, expedientes Nos. 13.232 y 15.646, en la cual se fijó en salarios mínimos legales mensuales vigentes el valor del perjuicio moral, se modificará la condena impuesta a favor de todos los demandantes que acudieron al proceso como padres, hijos y cónyuge de las víctimas, en 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes y a favor de los hermanos de éstas en 80 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

-Se advierte que la demanda fue presentada también por los señores María Janeth, María Elsa y José Henry a quienes no se concedió indemnización en la sentencia recurrida y aunque no hubo un pronunciamiento expreso en la parte motiva sobre sus pretensiones, en la parte resolutiva de la sentencia, en el ordinal sexto se decidió negar “las demás súplicas de la demanda”. Como la sentencia sólo fue recurrida por la parte demandada no puede modificarse el fallo en su contra y por lo tanto, la Sala no entrara a revisarla en este aspecto.  

5.2. Perjuicios materiales: daño emergente

El a quo reconoció perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente a favor de las siguientes personas:  

(i) De la señora Alicia Sierra de Zuluaga, por $3.626.640, que corresponden a la actualización a la fecha de la sentencia de primera instancia de $1.025.604, que es la sumatoria de las facturas expedidas por la sociedad Servicios Funerarios S.A., por $521.812 cada una, pagados por las exequias de la señora Aida del Socorro y del señor Joel de Jesús Zuluaga Sierra (fls. 42 y 43 c-1).     

La Sala modificará este aspecto de la sentencia para aclarar que ese valor debe ser pagado a la señora Lucy Stella Zuluaga Sierra, que es la persona que figura como responsable del pago de las facturas. La suma reconocida por el a quo será indexada de acuerdo con la variación del índice de precios al consumidor, según el siguiente cálculo: 

Ra = Rh  x  
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Ra = $3.626.640 x 108.35 (IPC septiembre/11)       

                             61.71 (IPC noviembre/00)

Ra = $6.367.630
(ii) De la señora Julieta Álvarez, por $2.238.309, que corresponden a la actualización de $633.000, que fue la suma pagada por la demandante por las exequias del señor Rodrigo Morales Aramburo, según la certificación expedida por la Promotora Jardines Cementerios S.A. (fl. 16 c-1). 

La suma reconocida por el a quo a favor de esta demandante será indexada de acuerdo con la variación del índice de precios al consumidor, según el siguiente cálculo: 

Ra = Rh  x  
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Ra = $2.238.309 x 108.35 (IPC septiembre/11)       

                             61.71 (IPC noviembre/00)

Ra = $3.930.008
5.3. Perjuicios materiales: lucro cesante

El a quo reconoció perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante a favor de: 

(i) La demandante Jessica María Restrepo Zuluaga, por la muerte de su madre, la señora Aida Zuluaga Sierra. Para calcular la indemnización se tuvieron en cuenta los siguientes factores: 

-Una renta de $9.971.615, que se determinó así: se tomó como base el ingreso mensual de la fallecida que se consideró que correspondía a $3.760.000, para el día de los hechos, cifra que el a quo actualizó a la fecha de la sentencia, de acuerdo con la variación porcentual de precios al consumidor, lo que arrojó un valor de $13.295.486, de la cual se extrajo el 25% que se presume que la víctima dedicaba a su propia subsistencia. 

-La indemnización abarcó 142 meses, comprendidos desde el día de ocurrencia de los hechos, hasta la fecha en la cual Jessica Restrepo Zuluaga cumpliría los 18 años de edad, que lo fue el 9 de octubre de 2004, dado que nació el 9 de octubre de 1986.

-Las fórmulas financieras adoptadas por la Corporación. 

Al realizar los cálculos correspondientes, se liquidó una indemnización vencida de $1.184.962.781 y futura de $607.046.427.

Considera la Sala que dicha indemnización debe ser modificada, por las siguientes razones: 

-En relación con los ingresos que percibía la señora Aida Zuluaga obran en el expediente las siguientes pruebas: (i) certificación suscrita por la señora Janet Fabiola Pineda G. conforme a la cual la fallecida, percibía ingresos mensuales promedio, según declaración de renta, por valor equivalente a $3.760.000 (fl. 52 c-1); (ii) declaración rendida por el señor Fabio Pineda Salazar (fls. 113-115 c-1), quien manifestó que desde hacía 10 años hacía la declaración de renta a la señora Aida; (iii) copia auténtica de las declaraciones de renta de la señora Aida del Socorro, correspondiente a los años gravables 1991 y 1992, ésta última, firmada por la señora Alicia Sierra el 25 de junio de 1993 (fls. 163-164 c-1), en los cuales se determinó una renta líquida anual de $3.400.000 y $5.300.000, respectivamente. 

Advierte la Sala que con los datos suministrados por la señora Janet Fabiola Pineda G. en la constancia que se trajo con la demanda (fl. 52) no es posible determinar el valor del lucro que percibía la señora Aida del Socorro Zuluaga Sierra, porque no obra en el expediente la prueba de su calidad de contadora pública, esto es, no se trajo como anexo la copia de la tarjeta profesional que acreditara su inscripción ante la Junta Central de Contadores, requisito exigido por la ley para facultar a los contadores a dar fe pública de hechos propios del ámbito de su profesión, de conformidad con lo establecido en los artículos 1º y 3º de la Ley 43 de 1990. 

Para efectos de determinar la renta base de liquidación del lucro cesante reconocido a favor de Jessica María Restrepo Zuluaga, tampoco pueden tenerse en cuenta los valores señalados en la declaración de renta correspondiente al año gravable 1992, la cual figura como presentada por la señora Alicia Sierra de Zuluaga, en nombre de su hija Aida del Socorro Zuluaga, porque a la copia auténtica de dicha declaración no se anexaron los documentos que debieron servir como soporte para determinar los valores consignados en la misma. 

Es cierto que la Sala, en oportunidades anteriores y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 58 de 1992, ha reconocido el valor probatorio que tienen las declaraciones de renta del fallecido o afectado para determinar la renta base de liquidación del lucro cesante reclamado
. No obstante, debe tenerse en cuenta que esa prueba será suficiente sólo en aquellos eventos en los cuales los datos consignados en la declaración de renta resulten suficientes para establecer que la renta líquida liquidada en la declaración correspondía a la ganancia que percibía el declarante por el ejercicio de su actividad económica. 

No puede perderse de vista que lo que debe indemnizarse es el lucro dejado de percibir por quien demanda, como consecuencia del daño que sufrió, por lo tanto, no son constitutivos de lucro cesante todas aquellas rentas de capital, que pueden seguirse produciendo al margen de que la víctima del daño no pueda ejercer su actividad económica. 

En el caso concreto, se observa que en la declaración de renta correspondiente al año gravable de 1992, se registró en el renglón 13, como ventas (actividades industrial, comercial, agropecuaria, etc.): $10.798.000 y en el renglón 14, otros ingresos (arrendamientos, etc.): $34.319.000, para un total de ingresos de $45.117.000. Efectuadas las deducciones, por $39.817.000, se obtuvo una renta líquida de $5.300.000.

De acuerdo con lo anterior, la renta líquida obtenida por la señora Aida del Socorro Zuluaga durante el año gravable de 1992, según la declaración de renta que presentó la señora Alicia Sierra de Zuluaga, fue de $5.300.000, pero esa renta se obtuvo tanto del ejercicio de su actividad económica en la ganadería, como de las rentas de capital derivadas de arrendamientos. 

Por lo tanto, no es posible deducir de esos datos cuál fue la renta dejada de percibir por la demandante como consecuencia de la muerte de su madre, la cual debe ser liquidada con base en la pérdida del lucro que ésta percibía por el ejercicio de su actividad económica. 

Aún más, del valor señalado como ingresos por ventas (actividades industrial, comercial, agropecuaria, etc.): $10.798.000, no es posible inferir cuál fue el lucro o ganancia obtenido con su actividad comercial, porque se desconoce si en ese valor está incluido el correspondiente a los semovientes vendidos. 

Y por si esto fuera poco, no está justificado el incremento que en ese renglón se presentó en relación con la declaración de renta presentada por el año gravable inmediatamente anterior. En efecto, en la declaración de renta correspondiente al año 1991 figura en ese renglón 13 que los ingresos por ventas fueron equivalentes a $2.639.000. Significa lo anterior que entre un año y otro, la señora Aida del Socorro Zuluaga cuadruplicó sus ingresos por ventas, sin que se trajera prueba alguna que soportara ese incremento. 

Pero, tampoco puede tenerse como base para la liquidación del lucro cesante a favor de la demandante Jessica María Restrepo, la renta líquida que figura en la declaración presentada por el año gravable 1991, aparentemente
, por la señora Aida Zuluaga, porque adolece de los  mismos defectos advertidos en la declaración correspondiente al año 1992, esto es, no hay manera de identificar cuál fue la ganancia dejada de percibir por la demandante por el ejercicio de su actividad económica y por las rentas de capital.

En efecto, figura en el renglón 13, correspondiente a ventas, que la señora Aida del Socorro percibió un ingreso de $2.639.000, sin que se haya especificado qué parte de ese ingreso correspondió al valor de los bienes vendidos y qué parte correspondió al lucro percibido con la actividad; además, para obtener la renta líquida se sumó ese valor con las rentas de capital, que se fijaron en $23.427.000, ingresos todos, que menos las deducciones arrojaron una renta líquida de $3.400.000. 

En conclusión, las declaraciones de renta presentadas a nombre de la señora Aida del Socorro Zuluaga, que fueron traídas al expediente en copia auténtica por la parte demandante, muestran datos globales. Para determinar el valor correspondiente a la renta que percibía la fallecida por el ejercicio de su actividad comercial en ganadería al momento de su fallecimiento se requiere contar con los anexos que sirvieron de base para deducir los valores en ella consignados y, concretamente, el lucro que aquélla percibía al momento de su fallecimiento, por el ejercicio de su actividad mercantil, sin tener en cuenta sus rentas de capital, ni el valor de los bienes vendidos. 

Por lo tanto, se condenará en abstracto al pago del lucro cesante reclamado por la demandante Jessica María Restrepo Zuluaga, a fin de que en el trámite del incidente que ésta promueva, según lo previsto en el artículo 172 del Código Contencioso Administrativo, en armonía con lo dispuesto en los artículos 178 de la misma codificación y 137 del Código de Procedimiento Civil, se determine el valor de la renta que percibía su madre, la señora Aida del Socorro Zuluaga, por el ejercicio de su actividad económica: ganadería. 

Para tal efecto, deberán traerse los anexos de las declaraciones de renta presentadas por los años gravables 1991 y 1992, de acuerdo con las observaciones antes realizadas. 

Del valor de la renta anual que se determine con fundamento en los anexos que se aporten, se tomará el promedio mensual. De esa cifra se extraerá el 50%, que se supone que la víctima dedicaba a su propia subsistencia, por haberse demostrado que sólo tenía una hija a su cargo. El valor restante se actualizará a la fecha de la liquidación, de acuerdo con la variación de precios al consumidor, así: 

Ra = Rh  x  
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Donde:

-Ra: es el valor final de la actualización de la renta. 

-Rh: corresponde al valor histórico de la renta, esto es, al valor de la renta que percibía la señora Aida del Socorro al momento de su fallecimiento. 

-Índice Final: es el índice de variación de precios al consumidor certificado por el DANE para la fecha en la que se profiera el auto de liquidación. 

-Índice Inicial: es el índice certificado por el DANE para la fecha de los hechos. 

Ahora bien, si en el trámite del incidente no se logra acreditar cuál era la renta que percibía la fallecida por el ejercicio de su actividad mercantil, deberá liquidarse la indemnización por el lucro cesante reclamado por Jessica María Restrepo Zuluaga, con base en el salario mínimo legal mensual vigente al momento de resolverse el incidente. Esa suma se incrementará en un 25%, por prestaciones sociales y se reducirá en un 50%, que se supone que la víctima dedicaba a su propia subsistencia. 

-El periodo a indemnizar corresponde al tiempo que le faltaba a la demandante el día de los hechos para cumplir los 18 años, que fue el límite fijado por el a quo en la sentencia, que se insiste, sólo fue recurrida por la parte demandada, esto es, por el período correspondiente a 11 años, 9 meses y 25 días (141,8 meses). 

-Se aplicarán las fórmulas financieras adoptadas por la Corporación.  

Liquidación:

-Indemnización debida o consolidada.

La indemnización consolidada se calculará con base en la siguiente fórmula:

S= Ra (1 + i)n - 1

        i

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Es la renta o ingreso mensual calculado

i= Interés puro o técnico: 0.004867

n= Número de meses que comprende el período indemnizable: 141.8

(ii) Para la señora Julieta Álvarez Castro, esposa del señor Rodrigo Morales Aramburo y para sus hijos Camilo y Sebastián Morales. Para calcular la indemnización se tuvieron en cuenta los siguientes factores: 

-Para calcular la renta se tomó como base el ingreso mensual del fallecido que dedujo, correspondía a $1.120.000, para el día de los hechos, cifra que actualizó a la fecha de la sentencia, de acuerdo con la variación porcentual de precios al consumidor, lo que arrojó una cifra de $3.950.357, ingreso del cual dedujo el 25% que se presume que la víctima dedicaba a su propia subsistencia, lo que dio un resultado de $2.970.268, que se dividió en dos partes iguales, la primera: $1.485.134, que fue la renta tomada para calcular la indemnización a favor de la cónyuge y el otro 50%, se dividió en dos partes iguales, una para cada hijo: $742.567.

-El tiempo de indemnización: se tomó la vida probable de la cónyuge, por considerar que era menor que la del fallecido: 32.16 años: 386 meses, calculada de acuerdo con la edad que ésta tenía a la fecha de la sentencia y los meses que faltaban para que cada uno de los hijos cumpliera la mayoría de edad: 78 meses para Sebastián y 172 meses Camilo Morales. 

-Las fórmulas financieras adoptadas por la Corporación. 

Considera la Sala que dicha indemnización debe ser modificada, por las siguientes razones: 

-En relación con los ingresos que percibía el señor Rodrigo Morales Aramburo, el señor Luis Alfonso Rodríguez certificó que era propietario de la sociedad Sembrío I.R.G. Ltda.; que conformó una sociedad de hecho con el señor Rodrigo Morales Aramburo y un tercer socio, para prestar asistencia técnica reproductiva desde 1988 y que para el año 1992, el señor Morales Aramburo percibió un ingreso promedio por esa actividad de $1.120.000 (fl. 18 c-1).

Sobre esta prueba la Sala estima que carece de valor para acreditar los ingresos que percibiría el demandante por su actividad económica, como quiera que no se trajeron al expediente los documentos con los cuales se sustentara objetivamente que la cifra señalada por el testigo correspondía a la renta líquida que percibía el fallecido por el ejercicio de su profesión. 

En eventos en los cuales la víctima se dedica a una actividad independiente y de ingresos variables, es necesario que se aporten pruebas que lleven a la certeza al juez sobre el monto de la utilidad percibida por el ejercicio de la actividad económica que desarrollaba, con el propósito de establecer una cifra, ya sea esta fija o ponderada, con fundamento en la cual se proceda a liquidar el perjuicio material en la modalidad de lucro cesante.

En casos como éste, como antes se señaló, la Sala ha admitido como prueba la declaración de renta correspondiente al año inmediatamente anterior a la fecha en que se ocasionó el perjuicio, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 58 de 1982, siempre que de la misma pueda deducirse con claridad que la renta líquida corresponde a la utilidad percibida por el ejercicio de la actividad económica y no por los bienes de capital que poseía a la víctima, los cuales no sufrirán menoscabo por el daño personal que éste sufra.  

Por lo tanto, se modificarán los factores de liquidación de las indemnizaciones que deben pagarse a la esposa y a los hijos del señor Morales Aramburo, así:   

-Se tendrá en cuenta como base de la indemnización el doble del salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de la sentencia
, por tratarse de un profesional, médico veterinario, según la copia auténtica del diploma que obra a folio 17 del expediente.

-El salario mínimo vigente equivale a $535.600 y el doble equivale a $1.071.200, suma que se incrementará en un 25%, por prestaciones sociales, lo que arroja un valor de $1.339.000. Ese valor se reducirá en un 25%, que se supone que la víctima dedicaba a su propia subsistencia, lo que arroja un total de $1.004.250, resultado que se dividirá en dos partes iguales, de a $502.125: una para la cónyuge y otra para ser distribuida entre los dos hijos, correspondiéndole a cada uno una renta base de liquidación de $251.062,5.

-Periodo a indemnizar: la sobrevivencia del señor Rodrigo Morales Aramburo, según la necropsia que le fue practicada al cadáver era de 31 años (fl. 301 c-2), en tanto que la sobrevivencia de la demandante, de acuerdo con Tabla de Mortalidad de Rentistas expedida por la Superintendencia Bancaria, para la fecha de los hechos era de 41.10 años, teniendo en cuenta que al momento de los hechos tenía 37 años (fl. 6 c-1). Por lo tanto, se tendrá en cuenta la sobrevivencia del fallecido: 31 años (372 meses), por ser la menor. 

-Se dará aplicación a las fórmulas financieras adoptadas por la Corporación. 

Liquidación: 

-Para la señora Julieta Álvarez Castro
Indemnización debida o consolidada: desde la fecha de los hechos hasta la fecha de la sentencia: 226 meses:  

S= Ra (1 + i)n - 1

      i

S = $502.125  (1+0.004867)226       -      1     


                    0.004867  

Ra = $205.924.656

Indemnización futura: se liquidará por 146 que corresponden a la diferencia entre el tiempo total de la indemnización (372 meses), menos el tiempo calculado como indemnización vencida (226 meses).

S = Ra (1 + i)n - 1
             i(1 + i)n
S = $502.125  (1+0.004867)146       -      1     


        0.004867 (1.004867)146  

S= $52.388.775

Total lucro cesante a favor de la señora Para la señora Julieta Álvarez Castro: $205.924.656 + $52.388.775, igual a $258.313.431. 
-Para el menor Sebastián Morales

Indemnización debida o consolidada: desde la fecha de los hechos hasta la fecha en la cual cumplió los 18 años: nació el 6 de junio de 1981, por lo que cumplió los 18 años el 6 de junio de 1999. Desde la fecha de los hechos hasta el 6 de junio de 1999 transcurrieron 78,13 meses: 

S= Ra (1 + i)n - 1

      i

S = $251.062,5  (1+0.004867)78,13       -      1     


                    0.004867  

Ra = $23.796.745
-Para Camilo Morales
Indemnización debida o consolidada: desde la fecha de los hechos hasta la fecha en la cual cumplió los 18 años: nació el 15 de abril de 1989, por lo que cumplió los 18 años el 15 de abril de 2007. Desde la fecha de los hechos hasta el 15 de abril de 2007 transcurrieron 172,03 meses: 

S= Ra (1 + i)n - 1

      i

S = $251.062,5  (1+0.004867)172,03       -      1     


                    0.004867  

Ra = $67.336.809 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA   
MODIFÍCASE la sentencia recurrida, esto es, la proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia-Sala de Descongestión-Sala Décima de Decisión, el 30 de noviembre de 2000, la cual quedará así: 

PRIMERO: Se DECLARA patrimonialmente responsable a la NACIÓN COLOMBIANA-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL por la muerte de los señores AIDA DEL SOCORRO ZULUAGA SIERRA, JOEL DE JESÚS ZULUAGA SIERRA y RODRIGO MORALES ARAMBURO, en hechos ocurridos el 14 de diciembre de 1992, en la ciudad de Medellín.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se CONDENA a la NACIÓN COLOMBIANA-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL a pagar:

A. Por concepto de perjuicios morales: cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, a favor de cada uno de los señores JESSICA MARÍA RESTREPO ZULUAGA, ALICIA SIERRA DE ZULUAGA, JULIETA ÁLVAREZ CASTRO, SEBASTIÁN MORALES ÁLVAREZ, CAMILO MORALES ÁLVAREZ y JOSÉ RODOLFO MORALES y ochenta (80) salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor de los señores JHON JAER ZULUAGA SIERRA, LUCY STELLA ZULUAGA SIERRA y JAIME HUMBERTO ZULUAGA SIERRA.

B. Por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente, a  favor de la señora LUCY STELLA ZULUAGA SIERRA: la suma de seis millones trescientos sesenta y siete mil seiscientos treinta pesos ($6.367.630) y a favor de la señora JULIETA ÁLVAREZ CASTRO: la suma de tres millones novecientos treinta mil ocho pesos ($3.930.008). 
C. Por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante para la señora JULIETA ÁLVAREZ CASTRO: la suma de doscientos cincuenta y ocho millones, trescientos trece mil cuatrocientos treinta y un pesos ($258.313.431); para el señor SEBASTIÁN MORALES ÁLVAREZ: la suma de veintitrés millones setecientos noventa y seis mil setecientos cuarenta y cinco pesos ($23.796.745) y para el señor CAMILO MORALES ÁLVAREZ: La suma de sesenta y siete millones trescientos treinta y seis mil ochocientos nueve pesos ($67.336.809).   
D. Por concepto de daños materiales a favor de la señora JESSICA MARÍA RESTREPO ZULUAGA se condena a la entidad demandada a pagar las sumas que perjuicios materiales la suma que liquide en el incidente que promueva el demandante dentro del término previsto en la ley, conforme a los parámetros señalados en la parte motiva de esta providencia. 

TERCERO: NIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda. 

CUARTO: La NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL dará cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, en los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A.   

QUINTO: Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE
STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
Presidenta

RUTH STELLA CORREA PALACIO          DANILO ROJAS BETANCOURTH
� En vigencia de Decreto 597 de 1988, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de directa en el año de 1994 y cuya apelación se hubiera formulado en vigencia de la Ley 446 de 1998, tuviera vocación de segunda instancia ante esta Corporación era de $9.610.000 y la mayor de las pretensiones de la demanda con la cual se inició este proceso ascendía a $200.000.000, que era la suma solicitada como indemnización reclamada por perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante. 





� Se reiteran los planteamientos esgrimidos en las sentencia de la Sección Tercera de octubre 1 de 2008, exp. 16920 y junio 9 de 2010, exp. 18536, ambas con ponencia de quien proyecta este fallo. 


� Con fundamento en ese título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en sentencias de la Sección Tercera de 11 de diciembre de 1990, exp. 5417, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 21 de marzo de 1991, exp. 5595, C.P. Julio César Uribe Acosta; 19 de agosto de 1994, exp. 9276 y 8222, C.P. Daniel Suárez Hernández; 2 de febrero de 1995, exp. 9273, C.P. Juan de dios Montes; 16 de febrero de 1995, exp. 9040, C.P. Juan de dios Montes; 30 de marzo de 1995, exp. 9459, C.P. Juan de dios Montes; 27 de julio de 1995, exp. 9266, C.P. Juan de dios Montes; 6 de octubre de 1995, exp. 9587, C.P. Carlos Betancur Jaramillo; 14 de marzo de 1996, exp. 11038, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; 29 de agosto de 1996, exp. 10949, C.P. Daniel Suárez Hernández y 11 de julio de 1996, exp. 10822, C.P. Daniel Suárez Hernández, entre otras.


� Sentencia del 10 de agosto de 2000, exp. 11518, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; en el mismo sentido, sentencia del 18 de octubre de 2000, exp. 11834, C.P. Alier Hernández.  





� Sentencia de 23 de septiembre de 1994, exp. 7577, C.P. Julio César Uribe Acosta.


� Sentencia de 27 de enero 2000, exp. 8490, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros. En igual sentido, sentencias de 15 de marzo de 1996, exp. 9034, C.P. Juan de dios Montes; 28 de abril de 1994, exp. 7733, C.P. Julio César Uribe Acosta; 17 de junio de 1993, exp. 7533, C.P. Julio César Uribe Acosta; de 13 de mayo de 1996, exp. 10627, C.P. Daniel Suárez Hernández, 5 de septiembre de 1996, exp. 10461, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros 10 de agosto de 2000, exp. 11585, C.P. Alier Hernández; 21 de febrero de 2002, exp. 13661, C.P. Ricardo Hoyos Duque; 20 de mayo de 2004, exp. 14405, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, entre otras.





� Sentencia de 23 de septiembre de 1994, exp. 8577, C.P. Julio César Uribe Acosta.





� En relación con el valor probatorio de las publicaciones en periódicos la Sala, en sentencia de 10 de junio de 2009. exp. 18.108. M.P. Ruth Stella Correa Palacio, expuso el siguiente criterio: “Y, de otra parte, unos periódicos que según la parte demandante corresponden a publicaciones realizadas en los periódicos El Tiempo y El Nuevo Día, respectivamente, con los cuales pretendió demostrar las circunstancias de modo, tiempo y lugar en las que ocurrió el accidente y la responsabilidad de la entidad demandada. No obstante, esos documentos carecen por completo de valor probatorio, porque se desconoce su autor y su contenido no ha sido ratificado y, adicionalmente, por tratarse de las informaciones publicadas en diarios no pueden ser consideradas dentro de un proceso como una prueba testimonial, dado que carecen de los requisitos esenciales que identifican este medio probatorio, en particular porque no fueron suministradas ante un funcionario judicial, no fueron rendidas bajo la solemnidad del juramento, ni el comunicador dio cuenta de su dicho (art. 227 C.P.C.), y por el contrario, éste tenía el derecho a reservarse sus fuentes. Estos artículos pueden ser apreciados como prueba documental y por lo tanto, dan certeza de la existencia de las informaciones, pero no de la veracidad de su contenido. Debe recordarse que el documento declarativo difiere de la prueba testimonial documentada. Por lo tanto, si bien el documento puede contener una declaración de tercero, el contenido del mismo no puede ser apreciado como un testimonio, es decir, la prueba documental en este caso da cuenta de la existencia de la afirmación del tercero, pero las afirmaciones allí expresadas deben ser ratificadas ante el juez, con el cumplimiento de los demás requisitos para que puedan ser apreciadas como prueba testimonial.” Sobre el valor probatorio de los artículos de prensa, ver sentencia de 15 de junio de 2000, exp. 13.338. 





� Sentencia de 27 de julio de 2000, exp. 12.788, C.P. Ricardo Hoyos Duque “…advierte que la Sala ha admitido la acumulación de indemnización por perjuicios morales en cabeza de un mismo demandante cuando se trata de personas afectadas por la muerte o lesiones de dos o más familiares cercanos, como el cónyuge, los padres, los hijos, los abuelos o los hermanos, o de quienes acrediten debidamente su afectación moral, en razón a que no puede desconocerse que el impacto sentimental o emocional es mayor cuando son varias las víctimas que cuando se trata de una sola persona pero dicho incremento no puede obedecer a una suma matemática de estos perjuicios por cada una de ellas. Por lo tanto se condenará al Estado a pagarle a la señora Ofelmina Mejía el equivalente a 1.900 gramos de oro, pues reclamó el pago de perjuicios por la muerte de su esposo e hijo. En el mismo sentido, sentencia de 26 de marzo de 2008, exp. 16.061, C.P. Miriam Guerrero de Escobar. 


� Sentencia de sentencia de 4 de octubre de 2007, exp. 15567, C.P. M.P. Enrique Gil Botero: “En relación con la posibilidad de tener en cuenta la declaración de renta como prueba de los ingresos para efectos de acciones indemnizatorias, es pertinente recordar lo señalado por el artículo 10 de la Ley 58 de 1982, que preceptúa lo siguiente: “Artículo 10. Para la tasación de los perjuicios en acciones indemnizatorias contra el Estado deberá examinarse la concordancia entre los daños alegados y la declaración de renta de las personas vinculadas a la controversia. Así las cosas, la Sala tendrá en cuenta la renta líquida gravable del señor Argemiro Tobón Rueda para el año de 1989 (período anterior a la ocurrencia de los hechos), la cual ascendió a un total de $1.888.248,oo, y la dividirá entre 12 (número de meses del año), con el fin de obtener el salario de liquidación mensual”. 





� Se dice que aparentemente, porque no son legibles en la copia auténtica del documento ni la fecha de presentación de la declaración ni la firma de quien la presentó. 


� Ver, por ejemplo, sentencia de 10 de mayo de 2010, exp. 17.380, C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 





